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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-002-2008-00901-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
ADICTA CASTAÑO DE VÁSQUEZ

Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES

Juzgado de Origen
: 
Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                             : 
OBLIGATORIEDAD PAGO RETROACTIVO PENSIONAL: Cuando la entidad pública que tiene a su cargo el reconocimiento de una pensión de vejez, dicta un acto administrativo reconociendo el derecho, pero lo notifica al cabo de varios años, no puede desconocer el pago de las mesadas causadas en el lapso comprendido entre la expedición del acto y su notificación, porque lo expresado en el acto administrativo es de obligatorio cumplimiento.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0121
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los dieciocho (18) días del mes de diciembre del año dos mil nueve (2009), siendo las dos y cincuenta minutos de la tarde (02:50 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó. En asocio del Secretario, señor Javier Andrés Roa López, la sala declara abierto el acto y se constituye en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora ADICTA CASTAÑO DE VÁSQUEZ en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 24 de abril de 2009 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene a  al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar en favor de la señora ADICTA CASTAÑO VÁSQUEZ, el retroactivo de la pensión de vejez causado entre el 01 de junio de 2004 y el 28 de febrero de 2007 con la respectiva indexación de las condenas, los intereses moratorios a la tasa más alta permitida y las costas procesales.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que le fue reconocida por parte del Instituto de Seguros Sociales la pensión de vejez a que tiene derecho en cuantía del salario mínimo legal mensual vigente, según Resolución N° 002731 del 25 de mayo de 2004, la cual le fue notificada el 20 de febrero del año 2007, y que en desatención de tal Resolución la entidad paga la pensión desde el 01 de marzo del mismo año, razón por la cual el 05 de marzo de 2007 la demandante, mediante escrito solicitó el pago del retroactivo pensional y hasta el momento la entidad no se ha pronunciado al respecto.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos planteados en la demanda y aduce que compete a la parte actora probar que la entidad haya omitido el reconocimiento del retroactivo pensional y que se haya presentado solicitud de tal derecho. Se opuso a todas  las pretensiones de la demanda y excepcionó “PRESCRIPCIÓN”, “INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES DEMANDADAS”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “BUENA FE” y “LA GENÉRICA”. 

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resuelve acceder a las pretensiones de la demanda impetrada por la señora ADICTA CASTAÑO DE VÁSQUEZ en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y condenar en costas a la parte demandada.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que le asiste derecho a la demandante a reclamar el pago de la pensión de vejez a partir de la fecha en que cumplió con los requisitos exigidos por la Ley 100 de 1993 para pensionarse, situación que obliga a la entidad demandada a dar cumplimiento a la Resolución 002731 del 25 de mayo de 2004, por ella expedida, reconociéndole y pagándole las mesadas pensionales causadas desde el 01 de junio de 2004 y hasta el 28 de febrero de 2007.
V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandada presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que la accionante continuó realizando cotizaciones al Sistema General de Pensiones con posterioridad al reconocimiento de la pensión, esto es, siguió afiliada al sistema lo que impide el pago de las mesadas pensionales de acuerdo a lo regulado por el artículo 35 del Acuerdo 049 de 1990, luego, no se entiende porque razón el despacho concedió tal reconocimiento desde el 01 de junio de 2004. De otra parte sostiene que condenar a la entidad a la indexación de las condenas y al pago de los intereses moratorios constituye una doble sanción.
VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿Es procedente ordenar a la entidad accionada que reconozca y pague el retroactivo pensional deprecado por la señora Adicta Castaño de Vásquez y, en caso positivo, se puede condenar a la entidad a pagar intereses moratorios sobre el retroactivo e igualmente indexarlo?

Para resolver el anterior problema jurídico debemos remitirnos al contenido de la Resolución 002731 del 25 de mayo de 2004 (fl. 9), con la cual se puede determinar la fecha en que fue reconocido el derecho a la demandante y la fecha a partir de la cual, podía empezar a disfrutar del mismo.

De la lectura del mencionado acto administrativo –Resolución 002731 de 2004-, se observa que a pesar de haber sido proferido el 25 de mayo de 2004, sólo fue notificado a la beneficiaria de la prestación el 20 de febrero de 2007 –fl. 9-, hecho que motivó que ella continuara realizando cotizaciones al sistema pensional dentro de ese lapso temporal.

La Resolución 002731 de 2004, es un acto a través del cual la administración expresó su voluntad de reconocer una gracia pensional a favor de la demandante, esto es, se trata de un acto administrativo y como tal, está revestido con la característica de la obligatoriedad, o dicho de otra forma, de acatamiento a los efectos jurídicos que se generan por la expedición del mismo, siempre y cuando, claro está, dicho acto no haya sido demandado por el beneficiario, o por la propia entidad mediante la acción de lesividad. 

En el presente caso, el Instituto de Seguros Sociales –como ya se ha indicado-, reconoció el derecho pensional el 25 de mayo de 2004, notificando tal decisión al beneficiario el 20 de febrero de 2007, esto es, casi tres años después, con lo cual pretende desconocer el pago de las mesadas generadas con anterioridad a ese acto de publicidad – de la notificación-.

Con respecto a lo anterior, colige esta Corporación que el Instituto de Seguros Sociales confunde dos conceptos que son totalmente diferentes, uno, la existencia del acto administrativo y, otra, la eficacia del mismo. Respecto del primero, simplemente se refiere a que el acto administrativo existe desde que la administración manifiesta su voluntad, en este caso desde el 25/05/2004 y, en cuanto al segundo, se refiere a los efectos jurídicos que genera, que para el caso de marras, no es otra cosa que el reconocimiento de la calidad de pensionada de la demandante. 

Luego, si el acto administrativo es válido –por no haber sido declarado judicialmente su nulidad- y es a partir del momento de su notificación -20.02.2007-  que produce los efectos para los cuales fue expedido, forzoso se hace afirmar que el instituto demandado debe dar cumplimiento a lo allí expuesto, esto es, que reconocida la gracia pensional a partir del 1° de junio de 2004, debe hacer lo propio por cancelar las mesadas causadas a partir de esa fecha.

Corolario de lo anterior, los argumentos expuestos por el instituto demandado no son de recibo, por lo tanto, las cotizaciones efectuadas con posterioridad al cumplimiento de los requisitos para pensionarse y por ende, del reconocimiento pensional, no constituyen óbice alguno para dar cumplimiento a un acto administrativo revestido de validez, máxime cuando la interesada en beneficiarse de esas nuevas cotizaciones para aumentar el monto de su mesada pensional, ni siquiera lo peticionó, mucho menos deprecó el reajuste de su mesada pensional con base en ellos. 


Así las cosas, la obligación de la entidad accionada es dar cumplimiento al contenido de la Resolución que en su momento expidió para reconocer la gracia pensional a la señora Castaño de Vásquez y, como consecuencia de ello, debe cancelar el valor de todas y cada una de las mesadas pensionales causadas -incluyendo las adicionales-, a partir del 1° de junio de 2004, lo que implica que se confirmará la decisión de primer grado en cuanto a la prosperidad del pago del retroactivo deprecado en la demanda.


No ocurrirá lo mismo con la condena impuesta contra la accionada en el numeral 3° de la parte resolutiva de la sentencia, toda vez que, como acertadamente lo advierte el apoderado de la accionada, allí se está imponiendo una doble condena –indexación e intereses moratorios- posibilidad que nunca ha prohijado esta Corporación, así que como aquí efectivamente se presentó mora en el pago de las mesadas reconocidas, se accederá exclusivamente al pago de los intereses moratorios consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, que son procedentes según la jurisprudencia nacional, para las pensiones reconocidas en vigencia de la norma que los consagra o en aplicación del régimen de transición, pero respecto del Acuerdo 049 de 1990 –como ocurrió en el presente caso-; condena que se impone a partir del 01 de marzo de 2005, día siguiente al vencimiento del término con que disponía el ISS para reconocer la pensión -4 meses-, según lo indica el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 y hasta el 01 de marzo de 2007, fecha en que según se aduce en la demanda –hecho 4- (fl. 4)- la entidad empezó a pagar la pensión a favor de la actora; se absuelve por lo tanto de la indexación de las condenas.

Por lo visto, se confirmará la sentencia de primera modificándola en el sentido de absolver a la demandada por concepto de indexación de las condenas.

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:
PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 24 de abril de 2009, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora Adicta Castaño de Vásquez contra el Instituto de Seguros Sociales, MODIFICÁNDOLA en su numeral tercero, en el sentido que se absuelve por la condena impuesta respecto de la indexación de las mesadas pensionales adeudadas, conforme las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.- CONDENAR en costas de primera instancia al Instituto de Seguros Sociales pero solo por el 80% a favor de la señora ADICTA CASTAÑO DE VÁSQUEZ. Liquídense por Secretaría.

TERCERO.- Sin costas en esta instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES


(Impedido)

JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ
Secretario Ad-hoc
